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El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como 
objeto establecer la obligatoriedad, la dotación, 

Automáticos (DEA), en los transportes de asisten-
cia básica y medicalizada, así como en los espacios 

Artículo 2°. . Para los efectos de la 
presente ley se entenderá por:

aquel dispositivo médico electrónico portátil, dota-
do de electrodos destinados a generar y aplicar pul-
sos intensivos que puede descargar una corriente al 

vuelva a un ritmo normal saliendo del paro, que ga-
rantice el ritmo cardiaco viable del paciente.

2. Transportes asistenciales. Son los transportes 
asistenciales básicos y medicalizados, tanto públi-

-
rítimo y aéreo, cuyo objeto es el traslado de los pa-
cientes a los servicios de salud correspondientes, de 
conformidad con el requerimiento de atención en 
virtud de la patología o trauma padecido.

los espacios públicos y privados, abiertos o ce-

rrados, permanentes o temporales, destinados a la 
recepción, atención, circulación o estancia de alta 

Parágrafo. Para los efectos de la presente ley, se 
-

máticos (DEA), estarán a disposición en los trans-
-

pitalario.

mediante parámetros objetivos, tales como, el me-
traje de los establecimientos y la capacidad do los 

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. La presente 
ley estará destinada a garantizar el acceso a Des-

-

los siguientes:
a) Transportes asistenciales básicos, públicos y 

-
reo;

b) Terminales de transporte terrestre, marítimo, 

c) Escenarios deportivos, tanto públicos como 
privados, tales como estadios, coliseos, polidepor-

-
tivos, acuáticos y parques naturales, de diversiones 
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o recreacionales, ciclovías y centros de alto rendi-
miento o entrenamiento;

d) Entidades públicas tales como gobernaciones, 
asambleas departamentales, concejos, ministerios, 
departamentos administrativos, guarniciones mili-
tares y policiales, y centros de atención al público 
tanto nacionales como departamentales y distrita-
les;

e) Cárceles y centros penitenciarios o de deten-
ción de orden nacional, municipal o distrital;

f) La Presidencia de la República, el Congreso 
de la República, Palacio de Justicia (Altas Cortes), 
Ministerio Público, Fiscalía General de la Nación, 
y complejos judiciales tales como tribunales y juz-
gados;

g) Los sistemas de transporte masivo metropo-
litano;

-

-

-
clusión temporal;

j) Universidades públicas y privadas;
k) Colegios públicos, privados o en concesión;
l) Centros comerciales;

empresariales y de unidades residenciales y comer-
ciales de más de 100 unidades.

n) Comandos de la Policía Nacional de Colom-
bia y en los Centros de Atención Inmediata (CAI).

o) Resguardos Indígenas.
Parágrafo 1°. Los anteriores sin perjuicio de 

Parágrafo 2°. La Superintendencia Nacional de 
-

Automáticos (DEA), en los términos de la presente 
ley, bajo la coordinación del Ministerio de Salud y 

-
visión y control estará a cargo de las autoridades 
departamentales, distritales, municipales y locales.

-

garantizar el primer eslabón de la cadena de super-
vivencia, los lugares anteriormente señalados que 
sean de naturaleza privada prestarán su colabora-

-
ternos Automáticos (DEA), ante cualquier emer-
gencia, sin que por ello se menoscabe la propiedad 
privada.

Parágrafo 4°. La implementación y dotación de 

en los espacios contemplados en el literal o) estará 
a cargo del Gobierno nacional en cabeza del Minis-

terio de Salud y Protección Social, previo requeri-

Artículo 4°. . El personal 
-

portes asistenciales públicos y privados, los efecti-
vos de las fuerzas militares y de policía destinados 

-
distas en salud, personal de enfermería, los salvavi-
das, guías, instructores, entrenadores, los docentes 
o titulares de educación física, recreación y depor-
te, los guardianes de establecimientos carcelarios o 
penitenciarios, y los administradores de propieda-
des y copropiedades privadas en los términos del 

-

(DEA), por parte de las Secretarías Departamenta-
les o Municipales de Salud, de acuerdo con la re-
glamentación y supervisión del Ministerio de Salud 
y Protección Social.

En la utilización de los DEA se tendrán en cuen-
ta los siguientes aspectos:

o seguida de forma inmediata de la comunicación 

de manera urgente toda la cadena de supervivencia.
b) Tras cada uso del DEA debe remitirse al Ser-

vicio de Emergencias de la ciudad, en un plazo 

el propio equipo proporciona acompañado de un 

redactar conforme lo reglamente el Ministerio de 
Salud.

c) Los DEA podrán ser utilizados por personal 
no sanitario teniendo en cuenta que su uso está in-
corporado en el esquema básico de reanimación 
cardiopulmonar con el apoyo de los servicios de 
Emergencias de la ciudad, con los que se contactará 
al inicio de actuaciones.

-
-

leza pública o privada, garantizarán el número de 

el Ministerio de Salud y Protección Social, de tal 

disposición para garantizar el primer eslabón de la 
cadena vital.

-
ponsable civil ni penalmente, siempre y cuando 

-
gencia debida, de buena fe y de acuerdo a los recur-
sos con los que disponía en ese momento.

Artículo 5°. . De acuerdo con 
los lineamientos que para el efecto emita el Minis-
terio de Salud y Protección Social, las Entidades 
Territoriales de Salud deberán reglamentar y vigilar 
en el territorio de su jurisdicción lo relativo a:

a) Estandarización del tipo de DEA requerido 

b) Registro, inspección y vigilancia de los DEA;
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el uso del DEA;
d) Procedimiento y protocolo para la disponibi-

-
gencia y riesgo de los DEA), en lugares públicos y 
privados;

e) Procedimiento para simulacros en atención de 
emergencias que requieran el uso de los DEA;

f) Coordinación de la ruta vital y de emergencia 

g) Armonización de las disposiciones normati-
vas para la implementación de los DEA y los meca-
nismos de supervisión con las secretarías de salud 
departamentales, distritales y municipales.

Las demás que sean pertinentes y necesarias en 
los términos previstos por la presente ley.

Artículo 6°. . La Superin-
tendencia Nacional de Salud reglamentará lo relativo 
al régimen sancionatorio por el incumplimiento de 
las disposiciones contenidas en la presente ley.

Artículo 7°. . Las entidades de de-
-

ciones presupuestales necesarias para la adquisi-
ción de los DEA en los términos previstos por la 
presente ley, en concordancia con lo dispuesto por 
la Ley 80 de 1993 y las demás normas que sean 
complementarias y concordantes con cargo a los 
recursos destinados a salud ocupacional.

la aprobación de los DEA adquiridos, en los térmi-
nos previstos por el artículo 5°, o de la presente ley.

Artículo 8°. . El Gobierno na-
cional reglamentará las materias que sean de su 

meses posteriores a la promulgación de la presente 

que tenga en cuenta aspectos como los procesos de 
-

cado de los equipos y la preparación del presupues-
to por parte de las entidades obligadas.

Artículo 9°. . La presente ley rige a par-
tir de su promulgación y deroga todas las disposi-
ciones que le sean contrarias.

-
blica,

.

la República,

-
sentantes,

de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL 

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 2 de mayo de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

El Ministro de Salud y Protección Social,

* * *

LEY 1833 DE 2017
(mayo 4)

 

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto crear la Comisión Legal para la Protección de 

-
ramiento de sus condiciones y calidad de vida a partir 
de la gestión legislativa, institucional, organizativa, 
y el control político que realicen los Congresistas 
afrocolombianos a través de esta Comisión Legal.

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 55 de la Ley 
5ª de 1992, el cual quedará así:

Artículo 55. Integración, denominación y fun-
cionamiento.

-

-

-
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Artículo 3°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV del Título II de la Ley 5ª de 1992 con 
un artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61E. Objeto de la Comisión Legal para 
la Protección de los Derechos de las Comunidades 
Negras o Población Afrocolombiana.

Artículo 4°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV del Título II de la Ley 5ª de 1992 un 
artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61F. Composición.
-

-

Artículo 5°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV del Título II de la Ley 5ª de 1992 un 
artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61G. Funciones.

-

-

-

-

-

-

-

-
-

Parágrafo. Las organizaciones no gubernamenta-
les y la sociedad civil podrán asistir por invitación 
a sesiones de esta comisión cuando se ocupe de los 

afrocolombiana, con voz.
Artículo 6°. Adiciónese a la Sección Segunda del 

Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con 
un artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61H.Sesiones.
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Artículo 7°.  La Mesa Directiva de 

de las Comunidades Negras o Población Afrocolom-
biana estará conformada por una presidencia y una 
vicepresidencia elegidas por mayoría simple al inicio 
de cada legislatura, en la que estarán representados 
los Congresistas afrocolombianos del Senado y la 
Cámara de Representantes.

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 383 de la Ley 
5ª de 1992, con el numeral 3.14, del siguiente tenor:

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 369 de la Ley 
5ª de 1992, con el numeral 2.6.14, del siguiente tenor:

2.6.14. 

Artículo 10.  
La Comisión Legal para la Protección de los De-

Afrocolombiana podrá tener en su planta pasantes 
y judicantes, acogiendo las disposiciones y conve-

de la República con las distintas instituciones de 
educación superior.

Artículo 11.  Las Mesas Directivas de 
Senado y Cámara incluirán en el Presupuesto Anual de 

de la Ley de Presupuesto General de la Nación para 

pago de la planta de personal de la Comisión Legal 

Negras o Población Afrocolombiana, conforme con lo 
estipulado en la presente ley.

Los gastos generales necesarios para la implemen-
tación y funcionamiento de la Comisión Legal para la 

o Población Afrocolombiana serán asumidos con cargo 
a las disponibilidades presupuéstales que para cada 
vigencia se le asigne a la respectiva corporación.

Artículo 12. . La presente ley rige a partir 

disposiciones que le sean contrarias.
El Presidente del Honorable Senado de la Re-

pública,

El Secretario General del Honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la Honorable Cámara de Repre-
sentantes,

El Secretario General de la Honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 4 de mayo de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro del Interior,

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

P R O Y E C T O S  D E  L E Y  O R G Á N I C A
PARTE DISPOSITIVA

PROYECTO DE LEY ORGÁNICA NÚMERO 
250 DE 2017 SENADO

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 6° de la 
Ley 226 de 1995, el cual quedará así:

Artículo 6°. El Gobierno presentará un proyecto 
de ley que autorice para cada caso la enajenación de 
la participación de la Nación en el capital social de 
cualquier empresa de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo 1° de la presente ley, estructurando un Pro-
grama de Enajenación Preliminar que se sujetará a 
las disposiciones contenidas en esta ley.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 7° de la 
Ley 226 de 1995, el cual quedará así:

Artículo 7°. Corresponderá al Ministerio titular 
o a aquel al cual estén adscritos o vinculados los 
titulares de la participación social, en coordinación 
con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
diseñar el Programa de Enajenación Preliminar 
respectivo, directamente o a través de instituciones 
idóneas, públicas o privadas.

El Programa de Enajenación Preliminar se rea-
lizará con base en los estudios técnicos correspon-

pública entre todas las opciones disponibles. Esta-
rá conformado por la valoración de la entidad cuya 
participación se pretenda enajenar y el estudio de 

de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 10 de la presente ley.
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Artículo 3°. Modifíquese el artículo 8° de la 
Ley 226 de 1995, el cual quedará así:

Artículo 8°. El Ministro del ramo respectivo y 
el Ministro de Hacienda y Crédito Público presen-
tarán el proyecto de Programa de Enajenación Pre-
liminar a consideración del Consejo de Ministros, 
que deberá dar concepto favorable. Si así fuere, el 
Gobierno nacional presentará un proyecto de ley al 
Congreso de la República que autorice para cada 
caso la enajenación de la participación de la Na-
ción en el capital social de la empresa, que deberá 
presentarse junto con el Programa de Enajenación 
Preliminar.

Parágrafo. Dentro de los primeros 60 días de 
cada legislatura, el Ministerio de Hacienda presen-
tará al Congreso de la República una relación del 
estado de las empresas en las cuales tenga partici-
pación la Nación.

Artículo 4°. Adiciónese un epígrafe VI a la 
Sección 6 del Capítulo Sexto del Título II de 
la Ley 5ª de 1992, que comprende los artículos 
217A y 217B de dicha ley, que quedará así:

Artículo 5°. Adiciónese un artículo 217 A a la 
Ley 5ª de 1992, el cual quedará así:

Artículo 217 A. Procedimiento Legislativo en 
materia de enajenación de la participación en el 
capital social de propiedad estatal. En cada caso 
de enajenación de la participación de la Nación en 
el capital social de cualquier empresa el Gobierno 
deberá presentar el proyecto de ley de que trata el 
artículo 8° de la Ley 226 de 1995.

El proyecto de ley será presentado por el Go-
bierno nacional a la Cámara de Representantes y 
tramitado como ley ordinaria.

Parágrafo. Durante el trámite del proyecto de 
ley deberá celebrarse Audiencia Pública Especial 
en la que los ciudadanos y organizaciones interesa-
das puedan plantear sus comentarios.

Artículo 6°. Adiciónese el artículo 217 B de la 
Ley 5ª de 1992, el cual quedará así:

Artículo 217 B. Contenido del Proyecto de Ley 
de Enajenación de la Participación Estatal en el 
Capital Social. En cada caso particular, junto al 
Proyecto de Ley de Enajenación de la Participación 
Estatal en el Capital Social deberá presentarse el 
Programa de Enajenación Preliminar, que com-
prenderá los siguientes aspectos:

1. La valoración de la entidad cuya participación 
se pretenda enajenar, que además de las condicio-
nes y naturaleza del mercado, deberá considerar las 
variables técnicas tales como la rentabilidad de la 
institución, el valor comercial de todos los activos 
y los pasivos y los apoyos de la Nación que conduz-
can a la determinación del valor para cada caso de 
enajenación.

2. El estudio de impacto macroeconómico, que 
deberá incluir la pérdida por cuenta de los dividen-
dos otorgados por la empresa a la Nación, así como 

en el sector de la empresa tendría la enajenación de 
la participación de propiedad estatal.

3. Establecerá las etapas en que se realizará el 
procedimiento de enajenación, teniendo en cuenta 
que, de manera privativa, la primera etapa estará 
orientada a los destinatarios de las condiciones es-
peciales indicadas en el artículo 3° de la Ley 226 
de 1995.

4. Incluirá las condiciones especiales a las cua-

5. Dispondrá la forma y condiciones de pago del 
precio de las acciones.

6. Fijará el precio mínimo de las acciones que 
en desarrollo del programa de enajenación no sean 
adquiridas por los destinatarios de las condiciones 
especiales, el cual, en todo caso, no podrán ser infe-
rior al que determinen tales condiciones especiales.

7. Indicará los demás aspectos para la debida 
ejecución del programa de venta.

Parágrafo. Cada programa de enajenación pro-

de inversión pública entre todas las opciones dis-
ponibles.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a 

disposiciones que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I. Objeto y contenido del proyecto de ley

de ley bajo estudio tiene por objeto incorporar en 
el ordenamiento jurídico la autorización por parte 
del Congreso de la República de la enajenación de 
la propiedad accionaria del nivel nacional. La men-

-
tiva gubernamental y con base en estudios técnicos 
y macroeconómicos.

II. 
La cuestión acerca del modelo económico a 

adoptar para el país fue uno de los debates que 

1991. Corrían los años noventa, y por el mundo en-
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unipolaridad planteaba el papel sagrado del merca-
do y del capitalismo como el modo de producción 
idóneo para el progreso de los pueblos. No obstante 
lo anterior, sabio fue el Constituyente de 1991 al 
establecer fronteras al voraz neoliberalismo, y fue 
precavido de adoptar en la Carta Política un mode-
lo económico que si bien no escapó a los vientos 

para garantizar lo que entonces se alzaba como 
nuestro objetivo como Nación: El Estado Social 

De esta manera, el Constituyente consagró un 

la propiedad privada, de la libre actividad econó-
mica y de la iniciativa privada, en un esquema de 

fundamental; pero a la vez aseguró la posibilidad 
de intervención del Estado en todos los campos. 
Adicionalmente, incluyó las normas referentes a 
la economía solidaria, que permiten una especie de 
colectivización de los bienes de producción1. Así 
lo sostuvieron los Constituyentes Liberales en la 
Plenaria de la Asamblea Constituyente al iniciar la 
discusión de los temas económicos:

competencia económica, a tiempo que procuramos 

de toda la sociedad. Nos ponemos a sentar las ba-
ses para la construcción de un Estado y una socie-
dad modernos y justos, ‘con tanto mercado como 
sea posible y con tanta intervención como sea 
necesaria’”2.

De esta forma, el Estado asumió su papel como 

cumplimiento a lo dispuesto en el artículo segundo 
de la Carta. Para esto, el Constituyente le asignó, 
entre otras, la función de regulación económica, la 
función proveedora de bienes y servicios, la fun-

de redistribución y la función de estabilización eco-
nómica3.

Esta postura del Constituyente de 1991 se sinte-
tiza en el artículo 334 de la Carta, que le otorga al 
Estado la dirección general de la economía. Este ar-
tículo, en concordancia con los artículos 150, 179, 
200 y 371 de la Constitución, faculta al Congre-
so, al Presidente y al Banco de la República para 
adelantar las actividades orientadas la dirección 
económica del país, en el marco de la colaboración 
armónica establecida en el artículo 1134.

En este esquema, particular rol concedió el 
Constituyente al Congreso de la República en ma-
teria de dirección económica, dado que como con-
secuencia de lo dispuesto en el artículo 150 supe-
1 -

mico. Editorial Ibáñez. Páginas 37-38.
2 Perry Rubio, G. -

en Constitución Económica Colombiana. 
Editorial El Navegante. Página 126.

3 -
mico. Editorial Ibáñez. Páginas 41-42.

4 Ibíd. Página 201.

en los asuntos económicos del país, al no escapar 
ninguna actividad económica por fuera de su con-
trol institucional5. Así, el Congreso, además de 
sus funciones naturales, es el que a través de la ley 
puede determinar la estructura de la administración 
nacional, crear empresas y sociedades de econo-

y vigilancia; conceder autorizaciones al Gobier-
no para celebrar contratos, negociar empréstitos y 
enajenar los bienes nacionales, crear impuestos y 

-
ción de los aranceles y tarifas de aduanas, regular la 

-
puesto y las leyes de intervención económica, entre 
otras6.

Así las cosas, el Ejecutivo debe ceñirse estric-
tamente al mandato de la ley para desarrollar todas 
sus funciones en materia económica, salvo las que 

150 numeral 10 y en el artículo 215, únicos casos 
en los que el Gobierno puede actuar con autonomía 
frente al poder legislativo7.

1. La Enajenación de la propiedad accionaria 
de la Nación y la Constitución de 1991

El papel asignado por el Constituyente al Estado 
en materia económica como agente regulador abrió 
también la discusión acerca del papel que debía te-
ner el Estado en la vida económico-social del país8, 

-
mía, era inevitable llegar a la discusión acerca de 
la privatización de la propiedad de la Nación. Es 
menester resaltar la suma importancia que el Cons-
tituyente de 1991 dio al tema de la enajenación de 
la propiedad estatal, entendiendo el carácter de pa-
trimonio público de la misma, fruto de los esfuer-
zos de la sociedad y el Estado.

La discusión sobre la enajenación de la propie-
dad estatal fue abordada por la Comisión Quinta de 
la Asamblea Nacional Constituyente, donde la pre-
ocupación central de los delegatarios residía en que 
la propiedad estatal, una vez privatizada, cayera en 
pocas manos después de la inmensa inversión que 

respecto sostuvo el Constituyente Guillermo Perry:
5 Ibíd. Página 202.
6 Lleras de la Fuente, C. -

en Constitución Económica Colombia-
na. Editorial El Navegante. Páginas 76-77.

7 -
mico. Editorial Ibáñez. Páginas 203-204.

8 Rodríguez Arana citado por Tafur Galvis, A. La Constitu-
ción de 1991 y la Modernización del Estado Colombia-
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“… [N]osotros en la ponencia9 estamos dicien-
do que lo que queremos evitar es que esto caiga en 
manos de unos pocos, de que cuando la propiedad 
del Estado, que realmente es una propiedad colec-
tiva, de toda la sociedad de la cual es titular el Es-

-
quier otra razón en la prestación de los servicios, se 
cree necesario llevarla a manos privadas; o porque 
un proceso de estatización no deseado, como en el 

83, pero en donde la comunidad y el Estado invir-
tieron grandes recursos para volverlas otra vez ins-
tituciones viables desde el punto de vista comercial 
y económico, para evitar que vuelva a suceder que 

pase a manos de unos pocos particulares”10.
De allí la fórmula que adoptó el Constituyente 

acerca de la concurrencia de los trabajadores en 
condiciones especiales para acceder a la propiedad 
estatal que se enajenara. No obstante, los delega-

este principio de democratización de la propiedad 
estatal, esta no constituía carta blanca para enajenar 
todos los activos de la Nación. Sobre el particular 
intervino el delegatario Angelino Garzón:

“Lo que quiero anotar aquí es entonces que, no 
vayamos terminando nosotros... a estimular la polí-

-

muy concretos, e insisto, se puede combinar, entre 
la participación de los trabajadores de esas empre-
sas y organizaciones solidarias, organizaciones de 
comunidad solidaria […]”11.

Así, los ponentes propusieron a la Asamblea Na-
cional Constituyente el siguiente artículo en mate-
ria de enajenación de la propiedad del Estado:

-

de los delegatarios frente al modelo económico que 
debía adoptarse en la República, la Constituyente 

privatizaciones, en la cual aseguraba el margen de 
maniobra de cada Gobierno garantizando en todo 
caso la democratización de la propiedad estatal en 
caso de enajenación. Al respecto nos ilustra el dele-
gatario Iván Marulanda:
9 Ponencia sobre propiedad fue presentada ante la Comi-

sión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente por 
los delegatarios Iván Marulanda, Guillermo Perry, Jaime 
Benítez, Angelino Garzón, Tulio Cuevas y Guillermo 
Guerrero.

10 Acta del 11 de abril de 1991. Comisión Quinta de la 
Asamblea Nacional Constituyente. Página 22.

11 Ibíd. Página 27.
12 Proyecto de articulado “Propiedad”. Subcomisión Pri-

mera de la Comisión Quinta de la Asamblea Nacional 
Constituyente. 8 de abril de 1991.

y no atar los instrumentos políticos de esta Consti-

para que esa sea realmente una democracia de libre 
oferta y demanda, una democracia para que se pue-
da gobernar, una Constitución para que se pueda 
gobernar con ella con las ideas neoliberales o con 
las ideas socialdemócratas, según sea el mandato 
de poder que reciban una u otra vertiente ideológi-
ca y política en determinado momento. A pesar de 

-
dad del Estado porque efectivamente en ese juego 
político vamos a estar sujetos y abiertos o a pro-
cesos de estatización o a procesos de privatización 
según sea el estilo de Gobierno que gane el dere-

pero la 
-

tización, procesos recientes bien conocidos por lo 
espectaculares, por lo importantes, digamos por lo 
respetables en cuanto representan intentos de países 
de este continente por buscarle una salida a su co-
yuntura, a su encrucijada social y económica, esos 

 gran amenaza de que sirvan 
para privilegiar intereses privados del capital pri-

 signados por la sombra de la 
corrupción, es decir, la privatización no en tanto 
conveniente para una sociedad como una oportuni-
dad de tener un enriquecimiento desproporcionado 
en una transacción al amparo de una teoría econó-
mica y unas condiciones comerciales en ese pro-
ceso de privatización, no dictadas en la defensa de 
los intereses públicos tanto como dictadas por los 
intereses de enriquecimiento sin causa, para preve-
nir esa instancia o mejor esa opción de injusticia en 
la transferencia de bienes que son de la sociedad, 
fruto del esfuerzo colectivo de generaciones para 
cautelar ese interés que tiene toda la Nación y toda 
la colectividad, interés económico en esos bienes, 
se propone en ese inciso una instancia de compe-
tencia comercial en esas transacciones que privile-
gian las ofertas de las organizaciones solidarias”13 

Así las cosas, el marco constitucional de la pri-
vatización quedó plasmado, principalmente, en los 
artículos 2º, 60, 101, 150, numeral 7 y 9; 300, nu-
meral 7; 313, numeral 6; 333, 334, 336, 355, 365 
y 366, así como todas las disposiciones del Títu-

obligaciones del Estado de garantizarlos14. De ellos 

Magistrado Álvaro Tafur Galvis, las siguientes re-
glas15:

-
13 Acta del 10 de abril de 1991. Comisión Quinta de la 

Asamblea Nacional Constituyente. Páginas 69-70.
14 Tafur Galvis, A. La Constitución de 1991 y la Moderni-

de Colombia. Página 197.
15 Ibíd. Páginas 197-201.
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-

-

-

-

-

-

-

-
-

Es menester resaltar, para efectos del estudio del 
presente proyecto de ley, que el último punto men-
cionado por el doctor Tafur se encuentra consagra-
do en el artículo 60 de la Carta Política, en el que el 
Constituyente dio, estableció las normas generales 
para la enajenación de los activos del Estado a la 
vez que ordenaba al legislador reglamentar la ma-
teria:

Artículo 60. 
-
-

-

-

2. La Enajenación de la propiedad acciona-
ria de la Nación y la Ley 226 de 1995

Si bien el Constituyente de 1991 tuvo la sabi-
duría de estructurar el modelo económico del país 

del liberalismo económico, como de la intervención 
y de la economía solidaria, en el marco del amplio 

la República tomó una clara postura a favor del li-
bre mercado, en el cual se adoptaron normas que 
desarrollaban ampliamente el modelo neoliberal 

la Nación a las orientaciones de organismos como 
el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacio-
nal y el Banco Interamericano de Desarrollo. Así, 
el Congreso de la República posterior a la Consti-
tución de 1991 adoptó, junto con el poder ejecuti-
vo, normas en materia de disciplina presupuestaria, 
reducción del gasto público, la liberalización de la 

-
ra directa, la desregulación y por supuesto, la priva-
tización de las empresas públicas.

Esta posición, sustentada en el fracaso de las 

los servicios y el alto índice de corrupción de las 
mismas, fue debatida en el Congreso de la Repúbli-
ca, que coincidía con la tesis de que el Estado debía 
limitar su papel y “devolver las tareas o servicios 

empresarios privados”16.

través del Ministro de Hacienda y Crédito Público 
Guillermo Perry presentó a consideración del Con-
greso de la República el Proyecto de ley número 
150 de 1995 Senado, que transitó para convertirse 
en la Ley 226 de 1995. Este proyecto de ley tenía 
como objetivo desarrollar lo dispuesto en el artículo 

motivos, atendiendo al criterio de que la transferen-
-

plemente el cambio de la titularidad de la propiedad 
accionaria, sino que debía ser entendido como un 
desarrollo de la democracia participativa17, razón 
por la cual debían reglamentarse adecuadamente 
las condiciones especiales de acceso a la propiedad 
accionaria que enajene el Estado para ciertos sec-

Hacienda:
“Se trata de lograr que quienes siempre fueron 

considerados como objeto del proceso económico 
sean sujetos del mismo. Se retoma así una tenden-
16 R. Hamer citado por Tafur Galvis, A. Ibíd. Página 186.
17 Proyecto de ley número 150 de 1995 Senado “por la cual 

se desarrolla el artículo 60 de la Constitución Política 
en cuanto a la enajenación de la propiedad accionaria 
estatal, se toman medidas para su democratización y se 
dictan otras disposiciones”. Publicado en Gaceta del 
Congreso número 367 de 1995.
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cia universal del desarrollo del capitalismo con vi-
sión social”18.

En el mismo sentido, el proyecto de ley estable-
cía el procedimiento de enajenación de la propie-
dad accionaria del Estado. No obstante, el Gobierno 
nacional planteaba este procedimiento en la órbita 

papel que pudiese cumplir la ley en el proceso de 
enajenación:

“El procedimiento de enajenación comprende 
toda la serie de actos administrativos por medio de 
los cuales la propiedad accionaria del Estado pasa 
a manos de los particulares”19 (subrayas fuera del 

que de acuerdo con la jurisprudencia constitucional 
-

-

. De acuerdo con este modelo, 
el Gobierno nacional es quien decide en cada caso 
la enajenación de la propiedad accionaria del nivel 
nacional, elaborando un programa de enajenación 
basado en estudios técnicos que incluyen la valora-
ción de la entidad, las condiciones y naturaleza del 
mercado, la rentabilidad de la institución, el valor 
comercial de activos y pasivos y los apoyos de la 
Nación. Este programa, elaborado por el Ministerio 
titular junto con el Ministerio de Hacienda, es pre-
sentado a consideración del Consejo de Ministros 
para que emita concepto favorable, tras lo cual se 
remite al Gobierno nacional para su aprobación21.

Como se observa, el modelo de enajenación de 
la propiedad accionaria del Estado adoptado por la 
Ley 226 de 1995 limitó el papel de la Rama Le-
gislativa del Poder Público, que quedó convertido 
en un agente pasivo cuyo papel se circunscribió a 
la reglamentación de las condiciones generales del 
procedimiento de enajenación, sin participar de 
manera alguna en la enajenación en concreto.

Frente a este particular se pronunció la Corte 
Constitucional en Sentencia C-393 de 2012 M. P. 
Nilson Pinilla Pinilla, al resolver en sede de consti-
tucionalidad una demanda en la cual el actor soste-

del procedimiento de enajenación de la propiedad 
accionaria del nivel nacional desconocía el manda-
to superior contenido en el numeral 9 del artículo 
150 de la Carta Política, de acuerdo con el cual co-
rresponde al Poder Legislativo -

-
. 

Al respecto, la Corte Constitucional sostuvo que si 
-

18 Ibíd.
19 Ibíd.
20 Sentencia C-393 de 2012. M. P. Nilson Pinilla Pinilla.
21 Ley 226 de 1995. Artículos 6º y ss.

ciones no desconocía la Carta Política, la Ley podía 
-

meral 9 del artículo 150 superior:22

“Respecto de las leyes de autorizaciones que 

una función constitucional, puesto que dos Ramas 
del Poder Público, la Legislativa y la Ejecutiva, in-
tervienen de distinta forma en su cumplimiento. Se-

que en su esencia corresponden al Gobierno, pues 

satisfacción de necesidades es una función tradi-
cionalmente considerada como típicamente admi-
nistrativa, 

manifestado entonces que las leyes de autorizacio-

Ese particular esquema de 

principio de separación de poderes que es esencial 
a nuestro modelo constitucional, así como del con-

” (Negritas 

“De otra parte, en la referida Sentencia C-086 de 

especial de que trata el numeral 9 del artículo 150 
superior deberá tramitarse solo en aquellos casos 
en que la misma ley así lo exija, ya que la Cons-
titución de 1991, pese a haber mantenido ese me-

aquel sería necesario.
Es menester resaltar que la autorización especial 

que se negó al Congreso de la República frente a la 
enajenación de la participación que la Nación tuvie-
se en el capital social de las empresas, sí se conce-
dió a los órganos de representación del nivel local 
y departamental. Así, de acuerdo con el artículo 17 
de la Ley 226 de 1995, los Concejos Municipales 
y Asambleas Departamentales autorizan las enaje-
naciones correspondientes al orden territorial. Esta 
disposición fue adicionada en el curso del debate 
legislativo del que fue objeto el Proyecto de ley 
número 150 de 1995 Senado, toda vez que no fue 
así propuesto por el Gobierno nacional23. Llama 

del orden territorial al tiempo que renunciaba a su 
propia participación en el proceso de enajenación.

Así las cosas, el proyecto de ley bajo estudio 
-

pecial consagrada en el numeral 9 del artículo 150 
superior, de manera tal que la decisión de enajenar 
22 Sentencia C-393 de 2012. M. P. Nilson Pinilla Pinilla.
23 Proyecto de ley número 150 de 1995 Senado “por la cual 

se desarrolla el artículo 60 de la Constitución Política 
en cuanto a la enajenación de la propiedad accionaria 
estatal, se toman medidas para su democratización y se 
dictan otras disposiciones”. Publicado en Gaceta del 
Congreso número 367 de 1995.
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la participación que el Estado tenga en el capital 
social de las empresas sea sometida en cada caso 
“al beneplácito legislativo”, corrigiendo el modelo 
planteado en la Ley 226 de 1995 de forma tal que se 
garantice en su plenitud el principio de separación 
de poderes y el control político que ejerce el Poder 
Legislativo sobre el Poder Ejecutivo, en consonan-
cia con la colaboración armónica de las ramas del 

Estado.
3. Las empresas públicas y los resultados de 

enajenación de la propiedad accionaria de la 
Nación

Las empresas públicas, o sus equivalentes, sur-
gieron en Colombia como “fórmulas organizativas 
mediante las cuales el Estado atiende las múltiples 

-
-

dad, y que no se podían satisfacer adecuadamente 
con la organización tradicional”24. Los anteceden-
tes de las mismas se remontan al Acto Legislativo 
número 05 de 1954, a través del cual se incorporó 

-
blecimientos públicos, tanto a nivel nacional como 
de las entidades territoriales. No obstante lo ante-
rior, la reglamentación de las mismas no se alcanzó 

-
cos, las empresas industriales y comerciales y las 

en la Constitución Política y desarrolladas a través 
de la Ley 65 de 1967.

nacional, fueron surgiendo diferentes organismos 
-

cas. Es pertinente repasar la “paulatina transforma-
ción del Estado y la proyección de su acción en los 
más diversos ámbitos culturales, sociales, econó-

25:
• “En la década de 1920 a 1930, surgieron en-

tre otras entidades de carácter empresarial, la Caja 
de Crédito Agrario, Industrial y Minero (Ley 57 de 
1931), los Ferrocarriles Nacionales de Colombia 
(Ley 29 de 1931), el Banco Central Hipotecario 
(Decreto 711 de 1931).

• En el período de 1940 a 1950, aparecieron el 
Instituto de Fomento Industrial (Decreto 1157 de 
1940), el Instituto Nacional de Abastecimiento, 
posteriormente Instituto de Mercadeo Agropecua-
rio (Ley 5ª de 1944), la Empresa Siderúrgica Na-
cional de Paz del Río (Ley 45 de 1947), la Sociedad 
Hotel San Diego (Ley 83 de 1947).

• Entre 1950 y 1960 se registró la creación y la 
organización de entidades como el Banco Popular 
(Decreto 2143 de 1950), la Empresa Colombiana 
de Petróleos (Decreto 030 de 1951), el Banco Ca-
fetero (Decreto 2341 de 1953), la Industria Mili-
tar (Decreto 3135 bis de 1954), la Corporación de 
24 Tafur Galvis, A. La Constitución de 1991 y la Moderni-

de Colombia. Página 111.
25 Ibíd. Página 114.

Banco Ganadero (Ley 26 de 1959) y la Empresa 
Puertos de Colombia (Ley 124 de 1959).

• Entre 1960 y 1967 fue creado por ley, entre 

(Decreto 444 de 1967).
• Además de los mencionados, debe señalarse la 

creación de sociedades, especialmente de aquellas 
con capital conformado con aportes del Estado y de 
los particulares. Estas sociedades se constituían de 
manera integral con arreglo a las normas de dere-

la Previsora S. A., de Artesanías de Colombia S. A., 
de la Corporación Financiera Popular S. A., de los 
Almacenes Generales de Depósito de la Caja Agra-
ria, Idema y el Banco Ganadero Almagrario”26.

• “Entre 1968 y 1991, fueron creadas como Em-
presa Industrial y Comercial la Empresa Colombia-
na de Vías (Ferrovías) (Decreto 1588 de 1989), la 
Corporación Nacional de Turismo (Decreto 2700 
de 1968), el Servicio Naviero Armada República 

100 de 1984), Promotora de Vacaciones y Recrea-
ción Social (Prosocial) (Decreto 1250 de 1974); 

-
sa de Comercialización de Productos Perecederos 
(Emcoper) (Decreto 1951 de 1973), el Fondo para 
el Financiamiento del Sector Agropecuario (Fina-
gro) (Ley 16 de 1990), la Financiera Energética Na-
cional (FEN) (Ley 25 de 1990), la Empresa Colom-
biana de Canalizaciones y Dragados (Emcanales) 
(Decreto 1589 de 1989), Sociedad Colombiana de 
Transporte Ferroviario –STF S. A. (Decreto 1589 
de 1989); como Sociedades de Capital Público cu-

públicas la Financiera de Desarrollo Territorial 
(Findeter) (Ley 57 de 1989), la Corporación Finan-

1990), Minerales de Colombia S. A. (Mineralco S. 
A.) y Ecosalud S. A.”27.

De estas empresas, muy pocas quedan bajo pro-
piedad estatal. El proceso de privatización iniciado 

-
vado la mayoría de las empresas estatales, conti-
nuando el Estado con la propiedad de algunas en 
el sector petróleo; algunos bancos que fueron na-

pero que están en turno de ser regresados al sector 
privado, algunas empresas de servicios públicos del 
orden local; y de telecomunicaciones del orden na-
cional28.

-

-
-

26 Ibíd. Páginas 113-115.
27 Ibíd. Páginas 124-128.
28 -

tructura monopolística de los mercados en la evaluación 
de las empresas privatizadas en Colombia. Centro Re-
gional de Estudios Económicos del Banco de la Repúbli-
ca – Cali.
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mienzos de los noventa, debido a que estas conta-
ban con mayor capital y un nivel alto de productivi-
dad. Esto llevó a la reestructuración de las empresas 
nacionales, siendo la privatización un mecanismo 
complementario, que se incentivó tras la crisis de 
1996, dado el proceso de recesión que atravesaba el 
país, sumado con el incremento inusitado del gas-

29.
Esta situación, sumada al argumento del fraca-

so del Estado como empresario, de acuerdo con 
30, 

fortalecieron la tesis según la cual el sector públi-
co debía ceder a la iniciativa privada una serie de 
recursos productivos para que esta última lleve a 

racionalidad de modo que el conjunto de la socie-
31. Así, en el período 1990-

2000 fueron privatizadas 70 empresas del orden 
nacional32.

No obstante lo anterior, de acuerdo con el es-
33, en 

generado los procesos de privatización en Colom-

de productividad de 23 empresas pertenecientes a 
los sectores minero, industrial, bancario y de ser-
vicios públicos, se observó que “las trece variables 

nivel de crecimiento y rentabilidad, no mostraron 
cambios sustanciales después de la privatización, 

-
yor parte de literatura internacional. Por lo tanto, 

variables se comporten de manera diferente antes 
y después de la privatización, al pertenecer estas a 
mercados no competitivos”34.

Respecto de las utilidades netas, demuestra el 
estudio que las mismas son mayores en las empre-
sas privadas que en las públicas, dado que cuando 
la empresa se transforma de pública a privada, la 
gerencia tiene un mayor interés en la obtención de 
utilidades que en otros factores, como los de tipo 
social o de gobernabilidad que tanto preocupan a 
las empresas del Estado. “Además, como lo esta-

-
nopolísticos, la gerencia dispone de elementos para 
adoptar precios superiores para el volumen óptimo 
29 Ibíd. Página 12.
30 Ibíd. Página 5.
31 Tafur Galvis, A. La Constitución de 1991 y la Moderni-

de Colombia. Página 185.
32
33 Jaime Andrés Collazos es economista del Centro Regio-

nal de Estudios Económicos del Banco de la República, 

de Ciencias Administrativas y Económicas de la Univer-
sidad Icesi.

34 -
tructura monopolística de los mercados en la evaluación 
de las empresas privatizadas en Colombia. Centro Re-
gional de Estudios Económicos del Banco de la Repúbli-
ca – Cali. Página 27.

de producción, en el cual los costos marginales 
se igualan con los ingresos marginales, permitien-
do una optimización de las utilidades, no obstante 
que la producción no se desarrolle con una óptima 

35.
De otro lado, vale la pena resaltar que la trans-

parencia de los procesos de enajenación de la pro-
piedad estatal incide directamente en los resultados 
de las empresas privatizadas, para garantizar que el 
nuevo propietario sea seleccionado a través de un 
procedimiento que garantice sus condiciones para la 

36. Al 
respecto, vale la pena traer a colación que el Pro-
yecto de ley número 150 de 1995 Senado, indicaba 
que el procedimiento de enajenación debía obedecer 
a criterios técnicos para salvaguardar el patrimonio 
de la Nación, a la vez que debía contar con el apoyo 

de todos los organismos involucrados, a conducir a 
buen término el proceso de enajenación”37. Todo lo 
anterior, en el marco de un proceso de transparen-
cia de las operaciones que se realizaran dentro del 
procedimiento de enajenación, meta que se lograba, 
de acuerdo con el Ministro de Hacienda, con dos 
limitaciones establecidas en el proyecto de ley: El 
congelamiento de la propiedad accionaria durante 
un período determinado y la facultad en cabeza del 

cada uno de los futuros accionistas pudieran adquirir 
en cada caso concreto.

Sobre este punto, y vista la importancia de la 
transparencia en el proceso de enajenación, sin duda 
el aporte del Congreso de la República al mismo es 
fundamental, al ser un escenario de discusión natural 

veedora de los procedimientos de enajenación. Esa 

4. 
El antecedente inmediato del profundo desequili-

-
va del Poder Público en lo referente a la enajenación 
de la participación del Estado en el capital social de 
una empresa es el caso de Isagén, activo estratégi-
co para el desarrollo nacional. Durante el proceso 

la República, 80 Senadores de 7 partidos diferentes 
suscribimos una constancia en la cual plasmamos la 

activo del peso de Isagén.

y estratégica, la tercera generadora de energía más 
35 Ibíd. Página 25.
36 -

tructura monopolística de los mercados en la evaluación 
de las empresas privatizadas en Colombia. Centro Re-
gional de Estudios Económicos del Banco de la Repúbli-
ca – Cali.

37 Proyecto de ley número 150 de 1995 Senado, “por la 
cual se desarrolla el artículo 60 de la Constitución Polí-
tica en cuanto a la enajenación de la propiedad acciona-
ria estatal, se toman medidas para su democratización y 
se dictan otras disposiciones”. Publicado en Gaceta del 
Congreso número 367 de 1995.
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importante del país, que aporta el 16,6% de la ener-
gía a los colombianos. Era una empresa manejada 

-

2010, logró una utilidad neta de $406.776 millo-
nes de pesos, para el 2011 fue de $476.712, en el 
2012 $460.903, en el 2013 $433.966 y para el 2014 
$436.583. Sus ingresos en el 2014 fueron de 2,3 bi-
llones de pesos. Para el 2015, el panorama es inclu-

de sus ingresos operacionales en 2015 por cuenta 
de la operación completa de Hidrosogamoso. La 
compañía espera que su EBITDA crezca entre un 
50% y 60%, así como una reducción de los costos 
por compras de energía pues la capacidad que aña-
de Hidrosogamoso respalda los contratos de venta 

mil millones, una reducción de $750 mil millones 
desde el $1 billón en promedio de los años 2013 y 

valor para la empresa y posiblemente la entrega de 
mayores dividendos a los accionistas.

Con la venta de Isagén el Estado perdió un activo 
que es estratégico por cuatro razones:

1. Pertenece a un sector dinámico, que ante el 
aumento de la demanda de energía, no solo en Co-

considerablemente. La demanda energética nacional 

-
nes de energía eléctrica, cuyas inversiones no siem-

los más grandes proyectos recientes lo lideró Isagén 
y corresponde a Hidrosogamoso, cuya generación 
estimada se espera alcance los 820 MW. Isagén y 

apostado al desarrollo de los megaproyectos de ener-

de conservarlas como entes públicos y reguladores 
del sector energético.

-
cieros, y pertenece a un segmento de mercado con 
grandes perspectivas de crecimiento. En el 2012 su 
margen neto fue del 22.42%, el ROA de 3,10% y el 
ROE de 5,99%. Estas cifras implican un margen neto 

las primeras 10 generadoras y/o transportadoras de 
energía del país.

-
des en los últimos años debido a un programa de in-
versiones que adelanta desde el 2006, y que sumado 

recursos por más de 4,1 billones de pesos, sin com-
prometer un solo peso de la Nación. Estas se espera 
sigan incrementando las utilidades de la compañía 

-

4. La energía es un tema clave en una industria 
reciente. Garantizar su abastecimiento competitivo 
será fundamental cuando la industria retome su sen-
da de crecimiento.

Los 6,6 billones de pesos que se recaudaron con 
-

nanciar todo el plan de infraestructura vial. Para apa-
lancar el desarrollo de los 30 proyectos de la llamada 
cuarta generación de concesiones (4G), se necesitan 

de lo que realmente necesita el Gobierno. Con esta 
decisión, el país se quedaría sin los dividendos que 

su Plan de Infraestructura Vial.

económico (TIR Económica), para el país del pro-
grama 4G era de 18,3%, una tasa muy superior al 
retorno por la participación accionaria de Isagén de 

venta de un activo público cuyo retorno, rentabilidad 
o costo de oportunidad para la Nación es de 10,2% 
anual, en lugar de acudir a alternativas de fondeo con 
costo de oportunidad inferior para los colombianos.

Adicionalmente, con la venta de Isagén no so-
lamente se entregó a un inversionista privado la in-

-
cas y sus plantas de generación térmica, sino el agua 

diversidad biológica de los ecosistemas que los ro-

vendió a precios irrisorios los recursos naturales de 
la Nación, recursos estratégicos fundamentales para 
el bienestar y la soberanía nacional de Colombia: tie-
rra, agua, recursos biogenéticos; así como el saber de 
sus trabajadores, acumulado en años de labor, inves-

país.

territorio comprometidos en la generación de ener-
gía eléctrica y en la conservación y protección de 

Hidrosogamoso, el solo embalse ocupa más de 7.000 
-

cos de agua, el área de cuenca tributaria suma más de 

de ellas endémicas de nuestro país.
Estos argumentos, entre otros, fueron ignorados 

por el Gobierno nacional, que procedió a la enajena-
ción de las acciones que el Estado poseía en Isagén. 
El Congreso de la República, pese al fuerte reclamo 

un convidado de piedra frente a un proceso funda-
mental para el futuro del país. Así las cosas, queda 

sea la Rama Legislativa la que apruebe estas enaje-
-

sentación popular de la República en las decisiones 
que afectan el futuro del país.
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5. Conclusión
El Constituyente consagró un modelo de mercado 

de la libre actividad económica y de la iniciativa pri-
vada, en un esquema de libre competencia que adqui-

-
guró la posibilidad de intervención del Estado en to-
dos los campos. A su vez, la Constitución le otorgó un 
papel preferencial en materia económica al Congreso 
de la República al interior del Estado, que como dele-

responsabilidad en los asuntos económicos del país, 
al no escapar ninguna actividad económica por fuera 
de su control institucional38. En consecuencia, el Eje-
cutivo entonces debe sujetarse a lo dispuesto en la ley 
para ejercer sus funciones en materia económica.

No obstante lo anterior, el Constituyente adoptó 
una fórmula amplia que permitiera al Poder Legis-
lativo adoptar fórmulas respecto del modelo econó-

-
mo y a la disminución del papel del Legislador en 
materia de enajenación de la participación acciona-
ria de la Nación. 

Así las cosas, es natural preguntarse: ¿Por qué el 

-
miento de enajenación de la propiedad accionaria del 
nivel nacional, dada su característica de propiedad 
colectiva y la importancia de su enajenación, como 

Esta es una pregunta sin respuesta, al menos des-
-

-
cisión de enajenar la participación que el Estado ten-
ga en el capital social de las empresas sea sometida 
en cada caso “al beneplácito legislativo”, corrigien-
do el modelo planteado en la Ley 226 de 1995, de 
forma tal que se garantice en su plenitud el principio 
de separación de poderes y el control político que 
ejerce el Poder Legislativo sobre el Poder Ejecutivo, 
en consonancia con la colaboración armónica de las 
Ramas del Poder Público para la realización de los 

-
se el sistema de pesos y contrapesos entre las Ramas 
Legislativa y Ejecutiva del Poder Público, al menos 

estatal en el capital social de las empresas en las que 

En los anteriores términos se destaca la impor-
tancia de incorporar en la Ley 5ª de 1992 un proce-
dimiento especial para que el Poder Legislativo par-
ticipe del proceso de enajenación de la participación 
del Estado en el capital social, conforme a la trascen-
dencia del mismo para la Nación.

III. Impacto Fiscal
-

yecto de ley nos remitimos a la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional que en Sentencia C-625 de 
2010 indicó que:
38 Ibíd. Página 202.

-

-

-

-

-

-
-

-

-
-

-

-

-
-

-

-

-
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IV. 
El presente proyecto de ley propone la creación 

de un procedimiento legislativo mediante el cual el 
Congreso de la República autorizará al Ejecutivo 
para enajenar la participación de la Nación, razón 
por la cual el mismo debe surtir el trámite correspon-
diente a las leyes orgánicas, según lo dispuesto en el 
artículo 151 superior:

Artículo 151. El Congreso expedirá leyes orgá-
nicas a las cuales estará sujeto el ejercicio de la ac-
tividad legislativa. Por medio de ellas se establece-
rán los reglamentos del Congreso y de cada una de 
las Cámaras -

-

-
titucional:

-
-
-

-
-

-

-

-
-

-
-

 

-
39 Corte Constitucional. Sentencia C-625 de 2010, M. P. 

Nilson Pinilla.

-

-

-

-

-

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 17 de mayo de 2017
Señor Presidente:

Proyecto de ley núme-
ro 250 de 2017 Senado, 

, me permito remitir a su 

-
dores 

 López Maya. La materia de que trata 
el mencionado proyecto de ley es competencia de 
40  Sentencia C-289 de 2014. M. P. Luis Ernesto Vargas 

Silva.
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la Comisión Primera Constitucional Permanente del 
Senado de la República, de conformidad con las dis-
posiciones constitucionales y legales.

El Secretario General,
.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA 

Bogotá, D. C., 17 de mayo de 2017
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el precitado proyecto de ley 

a la Comisión Primera Constitucional y envíese co-
pia del mismo a la Imprenta Nacional para que sea 
publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
-

blica,

República,

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA 
PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 214 DE 2017

-

Bogotá, D. C., mayo 15 de 2017.
Doctor
LIDIO ARTURO GARCÍA TURBAY
Presidente Comisión Quinta
Senado de la República
Cuidad.
Referencia: 

para primer debate del Proyecto de ley número 
214 de 2017, 

-

-

Respetado señor Presidente:
En cumplimiento de mi encargo como ponente del 

proyecto de ley de la referencia, por designación in-
formada de la Secretaria General de la célula legislati-
va que usted preside, me permito presentar ponencia 

 para primer debate, en virtud de lo siguiente:
I. Síntesis del proyecto de ley

El presente proyecto de ley tiene por objeto con-
jurar la crisis y restablecer el orden económico y 
social de los municipios de Campoalegre, Algeciras 
y Rivera del departamento del Huila, a través de be-

-
rio en materia de deudas, recursos para inversión y 
crédito con tasa de interés diferencial, y tratamiento 
tributario especial para la zona afectada. 

II. Trámite
Origen del proyecto de ley: congresional – 

Senado.

Ernesto Macías Tovar.
Proyecto publicado: Gaceta del Congreso nú-

mero 174 de 2017.

CS-0557-2017. 
III. 

-
ciativa, es necesario tener en cuenta que los munici-
pios de Campoalegre, Algeciras y Rivera del depar-
tamento del Huila, el pasado 22 de febrero se vieron 

-
gico y climático, conllevando a la necesidad de de-
clararse en condición de  

-
da en las condiciones normales de funcionamiento 
de la población y pérdidas materiales, económicas 
y ambientales, afectando de manera directa la situa-
ción económica de los productores del sector agro-
pecuario de estos municipios, con impacto en más 

riego y bocatomas de acueductos, conduciendo a la 

-
ciones efectivas de respuesta a la población afectada. 

Habiendo manifestado la razón fundamental que 
conlleva a presentar la iniciativa, se debe tener en 
cuenta que, “

”1.
Los fenómenos naturales son transformaciones 

que sufre la naturaleza, ocasionados por eventos de 
-

gicos y climáticos, y los geológicos”2.
1 

 
2 Impacto de los desastres en América Latina y el Caribe, 

-
ducción del Riego de Desastres. Septiembre de 2013.
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son conocidos como el alud, aluvión, avenida to-

inundación, lluvias, marejada, neblina nevada, ola 
de calor, sequía, tempestad, tormenta eléctrica, tor-
nado y vendaval, mientras que los eventos geológi-
cos son el sismo, erupción volcánica y el tsunami, 

En consideración a lo anterior, resulta impor-
tante precisar que “mientras los eventos geológi-
cos ocasionan grandes pérdidas concentradas en 
un territorio y en un lapso relativamente corto, los 

más localizados pero de alta frecuencia, lo cual de 
-

das, incluso mayores a las asociadas a los eventos 
sísmicos y erupciones volcánicas”3. 

son demasiado fuertes y se salen de los parámetros 
normales, se convierten en desastres naturales, en 
la medida que cobran miles de vidas, generado 
cuantiosas pérdidas en el ecosistema y en la in-
fraestructura.

América Latina y el resto del mundo menos de-
sarrollado ostentan el título de ser las regiones con 
desastres de mayor magnitud y con el mayor núme-
ro de poblaciones afectadas. Según un informe de 
la Organización de Naciones Unidas4 durante el 
periodo de 1996 a 2015, se contabiliza que América 

-
do alrededor de 1.35 millones de personas muertas. 

Latinoamérica, Colombia es un país que enfrenta 
grandes riesgos que amenazan gravemente su desa-

de los recursos naturales, la degradación ambiental 
y principalmente la ocurrencia de fenómenos natu-
rales, que cuando se materializan en desastres im-
plican grandes pérdidas.

5:
• Terremoto en Tunjuelo (6.9 grados Richter): 

Se registró el 16 de marzo de 1644 en la ciudad de 
Bogotá, siendo uno de los primeros desastres natu-

3 Análisis de la gestión del riesgo de desastres en Colom-
bia: Un aporte para la construcción de políticas públicas. 
Coordinadores y editores: Ana Campos G., Niels Holm-
Nielsen, Carolina Díaz G., Diana M. Rubiano V., Carlos 
R. Costa P., Fernando Ramírez C. y Eric Dickson  2012.

4 -
na/2016/10/14/desastres-naturales-america-latina-2015. 

5 -

mbia,abc64bff2536c6b4cbb3c89206be0671e4y4RC
, 

ciudades/desastres-naturales-en-colombia/15778057 
y -

.

los daños causados.
• Terremoto en Cúcuta o Terremoto de los 

Andes: Ocurrió el 18 de mayo de 1875 a las 11:15 
a. m. Pese a que el epicentro fue Cúcuta, también 
se vio afectada la población del estado venezola-

muertas.
• Terremoto en Tumaco: El 12 de diciembre de 

1979, Tumaco (Nariño) quedó casi destruido por 

seguido de olas de 5 y 6 metros, de grietas que cuar-

del piso, destruyó mil viviendas. La tragedia oca-
sionó la muerte de más de 450 personas a lo largo 

• Terremoto en Popayán: El 31 de marzo de 
1983, a las 8:15 a. m., la ciudad de Popayán (Cau-
ca) sufrió un terremoto de magnitud 5.5 en la escala 

-
perfectos de mayor o menor cuantía. 2.500 vivien-
das (12% del total) fueron completamente destrui-
das y 6.680 (34%) fueron severamente dañadas. El 
terremoto ocurrió cuando se estaban celebrando los 

daños. Como consecuencia, el 25% de todas las 
muertes causadas por el terremoto ocurrieron allí.

• La Tragedia de Armero (Tolima): Ocurrió el 
-

la erupción del volcán Nevado del Ruiz arrasó con 
los departamentos de Caldas y Tolima y borró del 
mapa a la población de Armero, dejando un saldo 

-
-

das económicas: 4.400 viviendas y 19 puentes.
-

llín): Ocurrió el 27 de septiembre de 1987 y tuvo 
consecuencias similares a las del sismo de Popayán 
y la erupción del Nevado del Ruiz. El fenómeno 

 Ocurrió entre el 2 de mar-
zo de 1992 y el 1° de abril de 1993, provocada por 
el fenómeno de El Niño. El fenómeno climático 
provocó sequías que afectaron los niveles de em-

contrarrestar el cambio climático, el Gobierno or-
denó racionamientos de energía y, como segunda 

que para entonces era usada por Venezuela.
• Catástrofe de 1994: Un temblor provocó el 

del Huila, que alimentó varios ríos, entre ellos el 
Páez. La tragedia tocó a los departamentos de Cau-
ca y Huila, el 6 de junio de 1994, está catástrofe 
dejó cerca de 1.100 muertos.



Página 18 Jueves, 18 de mayo de 2017 GACETA DEL CONGRESO  354

• El terremoto de Armenia (Quindío): Ocurrió 
el 25 de enero de 1999, con una intensidad de 6.4 

-
ral que afectó a 18 ciudades y 28 pueblos de los de-
partamentos del eje cafetero, y en menor grado las 
ciudades de Pereira y Manizales. Cerca del 60% de 

construidas sin requerimientos técnicos y la falta de 
planeación urbana y estudios de tierra. El terremoto 
produjo la muerte de mil personas.

: El 12 de febrero de 2005, 
las continuas lluvias generaron el desbordamiento 
del río de Oro, en el municipio de Girón, por lo 
que el agua arrasó con nueve barrios, además de 
zonas suburbanas de Girón y al Sector del Café Ma-

en Bucaramanga. Solo un año después se obtuvo la 

ellos 26 muertos y pérdidas por $200 mil millones.

: El 24 de no-
viembre de 2008, una tragedia sacudió al municipio 
de Páez-Belalcázar (Cauca), cuando una quebrada 
que atraviesa la población y corre por entre un ca-
ñón se creció y se vino en estampida a lo largo de 
cuatro kilómetros, dejando un balance de 1.500 

semidestruidas.

 El 19 de 
abril de 2011, el desbordamiento de la quebrada 
Negra afectó el 90% de Útica (Cundinamarca). La 
alarma de las autoridades evitó un gran número de 
víctimas mortales, que fueron solo dos. Los damni-

• Fenómeno de La Niña en 2010 y 2011: Fuer-
tes lluvias e inundaciones en gran parte del país 

8.000 viviendas destruidas y más de 1 millón de 

 El 18 de 
mayo de 2015, el desbordamiento de la quebrada 
Liboriana, dejó un saldo de 78 personas muertas y 
centenares de desaparecidos.

 El 23 de febrero de 2017, 
el desbordamiento de los ríos Las Ceibas, Río Frío 
y Neiva dejaron como saldo 3. , 
más de 600 familias, 100 viviendas arrasadas y 200 

-
gadas, varios acueductos destruidos, lo mismo que 
vías principales y terciarias. 

De lo anterior se puede colegir que la ocurrencia 

cuantiosas pérdidas económicas, sino que también 

6, por 
causa de esos eventos. 

en el año 20127, en Colombia, durante el perio-
do comprendido entre 1970 y 2011, se registraron 
28.000 fenómenos naturales desastrosos, cifra que 

reportada por el DANE en mayo de 20158, quien 
informó que durante el período 2006-2014 se ge-
neraron en el país 21.594 emergencias de origen 
natural.

En consideración a lo indicado, resulta impor-
tante señalar que, en Colombia, “el 36% del terri-
torio está en situación de amenaza sísmica alta, el 
28% en alto potencial de inundación y el 8% en 
amenaza alta por movimientos en masa. Respecto 

-
nos como inundaciones, sismos y movimientos en 

amenaza sísmica alta y media, el 28% a un alto po-
tencial de inundación y el 31% a una amenaza alta 
y media por movimientos en masa”9.

Siendo necesario precisar que las inundaciones 
-

lan los mayores porcentajes de pérdidas de vidas 
y viviendas destruidas en Colombia, como quiera 

las viviendas destruidas y el 10% de las pérdidas de 
vidas”10, esto durante el periodo de 1970 a 2011, 
no obstante, ello sigue siendo una constate en la ac-
tualidad, pues según el Departamento Nacional de 
Planeación11 ese evento constituye la primera cau-

en Colombia, como quiera que de los 12 millones 

vieron afectados por inundaciones.
-

cesidad de adoptar medidas para sobrellevar es-
6 

21-594-emergencias-y-12,3-millones-de-afectados-las-
cifras-de-los-desastres-naturales-entre-2006-y-2014-.

.
7 Análisis de la gestión del riesgo de desastres en Colom-

bia: Un aporte para la construcción de políticas públicas. 
Coordinadores y editores: Ana Campos G., Niels Holm-
Nielsen, Carolina Díaz G., Diana M. Rubiano V., Carlos 
R. Costa P., Fernando Ramírez C. y Eric Dickson  2012.

8 
21-594-emergencias-y-12,3-millones-de-afectados-las-
cifras-de-los-desastres-naturales-entre-2006-y-2014-.

.
9 Análisis de la gestión del riesgo de desastres en Colom-

bia: Un aporte para la construcción de políticas públicas. 
Coordinadores y editores: Ana Campos G., Niels Holm-
Nielsen, Carolina Díaz G., Diana M. Rubiano V., Carlos 
R. Costa P., Fernando Ramírez C. y Eric Dickson  2012.

10 Análisis de la gestión del riesgo de desastres en Colom-
bia: Un aporte para la construcción de políticas públicas. 
Coordinadores y editores: Ana Campos G., Niels Holm-
Nielsen, Carolina Díaz G., Diana M. Rubiano V., Carlos 
R. Costa P., Fernando Ramírez C. y Eric Dickson  2012.

11 Comunicado del 25 de mayo de 2015: 
gov.co/Paginas/3-181-muertos,-21-594-emergencias-
y-12,3-millones-de-afectados-las-cifras-de-los-desas-

.
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tos eventos impredecibles, y la primera de ellas se 
tomó en 1988, cuando se creó la Ley 46.

A través de la normatividad enunciada “se or-
ganizó el Sistema Nacional para la Prevención y 
Atención de Desastres (SNPAD), el cual se estruc-

1° de mayo de 1989, como un sistema en el cual 
participaban entidades públicas y privadas a nivel 
nacional y territorial, para garantizar un manejo 

-
nos, técnicos, administrativos, y económicos, in-
dispensables para la atención de las situaciones de 
desastre o calamidad 12

1523 del 24 de abril de 2012, por medio de la cual 
se adoptó “la Política nacional de gestión del ries-
go de desastres”13 y se estableció el “Sistema Na-
cional de Gestión del Riesgo de Desastres”14, nor-
matividad que actualmente se encuentra vigente, y 
que constituye el soporte jurídico para la atención 
de cualquier tipo de “desastre natural”15.

normatividad de 1988 estaba orientada únicamen-
te en la atención de desastres naturales, mientras 
que la ley de 2012 fue creada con un enfoque no 
solo de atención, sino también de prevención de 
emergencias o desastres.

Otro aspecto regulado por la Ley 1523 de 2012, 
que es importante enunciar, es la diferencia que 
trae sobre desastre natural y calamidad pública16, 
12 

.
13 Política nacional de gestión del riesgo de desastres: pro-

ceso social orientado a la formulación, ejecución, se-
guimiento y evaluación de políticas, estrategias, planes, 
programas, regulaciones, instrumentos, medidas y accio-
nes permanentes para el conocimiento y la reducción del 
riesgo y para el manejo de desastres, con el propósito 

-
lidad de vida de las personas y al desarrollo sostenible.

14 Ley 1523 del 24 de abril de 2012. Artículo 5°. 
El Sistema 

Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, en adelante, 
y para efectos de la presente ley, sistema nacional, es el 
conjunto de entidades públicas, privadas y comunitarias, 
de políticas, normas, procesos, recursos, planes, estrate-
gias, instrumentos, mecanismos, así como la información 
atinente a la temática, que se aplica de manera organizada 
para garantizar la gestión del riesgo en el país.

15 Ley 1523 del 24 de abril de 2012. Artículo 55. : 
Para los efectos de la presente ley, se entiende por desas-
tre el resultado que se desencadena de la manifestación 
de uno o varios eventos naturales o antropogénicos no 
intencionales que al encontrar condiciones propicias de 
vulnerabilidad en las personas, los bienes, la infraestruc-
tura, los medios de subsistencia, la prestación de servi-
cios o los recursos ambientales, causa daños o pérdidas 

-

condiciones normales de funcionamiento de la sociedad, 
-

16 Ley 1523 del 24 de abril de 2012. Artículo 58. Calamidad 
pública. Para los efectos de la presente ley, se entiende 
por calamidad pública, el resultado que se desencadena 
de la manifestación de uno o varios eventos naturales o 
antropogénicos no intencionales que al encontrar condi-

precisando que el primero es generado por fenó-
menos naturales que alteran las condiciones nor-
males de funcionamiento de la sociedad, mientras 
que la segunda genera una alteración en el funcio-
namiento de la población de un distrito, municipio 
o departamento.

Conllevando lo anterior a indicar que el único 
competente para declarar un desastre natural, ya 
sea de carácter nacional, regional, departamental, 
distrital o municipal, es el Presidente de la Repú-
blica, quien lo realizará mediante decreto, previa 
recomendación del Consejo Nacional. En cuanto 
a la calamidad pública esta será declarada por los 
gobernadores y alcaldes, previo concepto favora-
ble del Consejo Departamental, Distrital o Muni-
cipal de Gestión del Riesgo. 

más importantes de los fenómenos naturales en 
-

te de afectaciones por desastres naturales en cada 
uno de los departamentos del país y para ello se 
tomará como fuente el informe publicado por el 
Departamento Nacional de Planeación en el año 
201517 (Tabla 1).

Tabla 1. Afectaciones en el país 2006-2014

Departamento Población Muertos AfectadosProyectada 2015
Antioquia 6.456.299 1.384 586 490.459
Cundinamarca 2.680.041 2.206 243 264.539
Caldas 987.991 507 223 130.914
Tolima 1.408.272 1.576 215 269.395
Cauca 1.379.169 1.105 198 784.384
Santander 2.061.079 1.581 195 420.405
Norte de S. 1.355.787 669 167 176.992
Valle 4.613.684 1.262 151 461.840
Boyacá 1.276.407 1.252 150 414.286
Nariño 1.744.228 1.110 141 586.152

500.093 666 137 1.305.965
Huila 1.154.777 1.164 105 113.873
Risaralda 951.953 907 101 219.712
Magdalena 1.259.822 493 91 1.026.579
Bogotá, D. C. 7.878.783 367 68 89.087
Meta 961.334 367 57 108.834
Atlántico 2.460.863 561 50 457.887
Bolívar 2.097.161 604 45 1.509.730
La Guajira 957.797 267 44 552.451
Cesar 1.028.890 579 35 564.632
Caquetá 477.642 298 35 123.430
Quindío 565.310 657 33 45.071

ciones propicias de vulnerabilidad en las personas, los 
bienes, la infraestructura, los medios de subsistencia, la 
prestación de servicios o los recursos ambientales, cau-

ambientales, generando una alteración intensa, grave y 
-

al distrito, municipio, o departamento ejecutar acciones 

17 
21-594-emergencias-y-12,3-millones-de-afectados-las-
cifras-de-los-desastres-naturales-entre-2006-y-2014-.

.
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Departamento Población Muertos AfectadosProyectada 2015
Córdoba 1.709.644 465 24 848.346
Putumayo 345.204 274 22 317.974
Casanare 356.479 563 20 116.787
Sucre 851.515 358 17 709.138
Arauca 262.315 176 11 67.778
Guainía 41.482 31 7 29.576
San Andrés y 
Providencia

76.442 32 4 2.641

71.974 37 2 23.239
Amazonas 76.243 21 2 32.482
Guaviare 111.060 40 1 33.424
Vaupés 43.665 15 1 848
TOTAL 48.203.405 21.594 3181 12.298.850

Fuente: DNP.
Como resultado de los desastres naturales pre-

sentados durante los últimos años a nivel nacional, 
se calcula, que los departamentos con mayores ci-

-
có y Magdalena con 1.305.965 y 1.026.579 de po-
blación afectada, respectivamente.

De las cifras reportadas por el departamento de 

es cierto, las cifras reportadas por concepto de per-

departamento, esto obedece a que, a razón de los 
diferentes desastres naturales ocurridos en la zona, 

correlación entre los desastres naturales y la perpe-
tuación de las condiciones de pobreza18.

Siendo 12 millones las cifras registradas por 

naturales durante el periodo comprendido entre 
los años 2006 a 2014, el 75% de las víctimas son 
producto de inundaciones, lo cual indica que es la 

-
teorológicos. 

Dentro de las afectaciones de mayor registro 
tras la ocurrencia de desastres naturales, se pue-

viviendas y la falta de acceso a servicios públicos, 
factores que conducen al deterioro de la calidad de 
vida de la comunidad; asimismo, daños de la in-
fraestructura vial que con gran frecuencia impiden 
la entrada de alimentos y asistencia médica a las 
zonas afectadas, representan tanto en el corto como 
en el largo plazo, un instrumento de gran relevancia 
para el desarrollo económico y social de la región.

Teniendo en cuenta lo anterior, como se pue-

viviendas destruidas a nivel nacional, los depar-

con cifras que van desde los 5.471 (16,5%), 3.527 
lo cual equivale al 10,6% y 2.674 (8,095), respec-
tivamente. 
18  Departamento Nacional de Planeación (DNP).

 
destruidas, 2006-2014.

 Fuente: DNP.
Del mismo modo, en materia de afectación de 

-
tamentos con mayores daños, la encabeza el Huila, 
el cual, con 825 vías afectadas, representa el 16,7% 
del total nacional, el cual equivale a 4.943 vías 
comprometidas; siendo seguido por el departamen-
to de Nariño con 730 vías (14,8%) y Cundinamarca 
con 639 vías (12,9%).

 
afectadas, 2006-2014

 Fuente: DNP.

siendo los departamentos de Nariño con un porcen-
-

ca con el 16,4% los más afectados en todo el país 

afectadas, 2006-2014

Fuente: DNP.
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-
cación de los departamentos que en materia de vi-

perjudicados en mayor medida durante el periodo 
comprendido entre los años 2006-2014, el departa-

convierte en una constante, factores que conducen 
al retraso del crecimiento de la región, y que se ca-
racteriza por una economía dinámica y destacada 
en el sector agrícola.

El departamento del Huila, el cual cuenta con un 
19 y 37 muni-

cipios, se encuentra localizado al suroccidente del 
país entre los 3º55’12” y 1º30’04” de latitud nor-

y el pico de la Fragua perteneciente al municipio 
de Acevedo; y los 74º25’24” y 76º35’16” de longi-

prácticos, entre el alto de Las Oseras en el munici-
pio de Colombia y el páramo de Las Papas localiza-
do en el municipio de San Agustín. Limitando con 
los departamentos de Cundinamarca y el Tolima, al 
sur con los de Cauca y Caquetá, al oriente con los 

-
dente con los de Cauca y Tolima20.

-
tar con una gran variedad climática y de suelos, 

el desarrollo de actividades agrícolas y ganaderas, 
actividades que se constituyen como las de mayor 

y las actividades de comercio, conforman las prin-
cipales actividades económicas de la región.

Dentro del sector agrícola del departamento se 
destacan cultivos como el café, el cual, con una 
producción promedio anual de más de 800.000 to-
neladas, es considerado el producto principal de la 
región, recibiendo reconocimientos a nivel nacional 
e internacional por la calidad del grano; asimismo, 
en el departamento del Huila se desarrollan cultivos 

tabaco, entre otros productos. 
La destacada calidad de los productos agrícolas 

obtenidos en el departamento, son el resultado de 
la conservación y sostenimiento de algunos mode-
los de producción de la región, caracterizados por 

-
tor mantener constantes niveles de producción, 
así como la recuperación y obtención de mayores 
rendimientos21. 

De los resultados obtenidos como producto del 
Censo Nacional Agropecuario realizado para el año 
2014 por el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadísticas (DANE), el cual tuvo como loca-
lización del estudio el área rural dispersa del país, 
es decir, sin tener en cuenta la cabera municipal y 
19 Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas 

(DANE).
20 Gobernación del Huila.
21 Gobernación del Huila, otros. Producción Agropecuaria 

y Piscícola. ABC del Huila. Fascículo 2.

centros poblados; a partir de este estudio se conclu-

Realizando un análisis inicial de las cifras en-
tregadas por el Censo Nacional Agropecuario, se 

-
rencia a:

– Bosques naturales.
– Agropecuario: entendido como el desarro-

llo de actividades entre las cuales se encuentra la 
siembra de cultivos, cría de animales, plantaciones 
forestales, bosques naturales y otros usos, y cuya 
producción puede estar destinada para autoconsu-
mo o venta.

– No agropecuario: 

-

-
les como plantas, molino fábricas, actividades de 

-

en salud, etc.
– Otros usos y cobertura de la tierra.

 
 

y cobertura del suelo22

Departamento Área total 
)

Total

Área  
en bosques 
naturales

Área (  
con uso 

agropecuario

Área ( ) 
con uso no 

agropecuario

Área (ha)  
con otros usos 

y cobertura  
de la tierra

Total Nacional 111.452.998 63.214.574 43.024.740 2.459.663 2.754.021
Huila 1.818.961 491.341 1.141.207 152.007 34.406

Fuente: DANE-CNA 2014.
Del total del área rural dispersa que compone 

el departamento del Huila, y que alcanza los 1,8 

destinado a uso agropecuario, lo cual equivale a 

restante se encuentra compuesto por uso no agro-
pecuario y otros usos y cobertura de la tierra, con 

 

 Fuente: Cálculos propios.
22 DANE (2014). Censo Nacional Agropecuario. 
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En lo que respecta a los tipos de uso dados a 
las áreas destinadas para actividades agropecuarias, 

corresponden a pastos, lo cual equivale a 406.047 

agrícolas, conformando estos dos tipos de usos el 

23

Tabla 3. Área rural dispersa censada con uso 

2014

Departamento
Área 

total con uso 
agropecuario

Área por tipo de uso agropecuario

Área (  
en pastos1

Área 
( ) en 
rastrojo2

Área 

agrícola

Área en 
infraestructura 
agropecuaria3

TOTAL 
NACIONAL 43.024.740 24.797.933 9.628.689 8.476.711 121.407

HUILA 1.141.207 406.047 334.229 398.132 2.798

Fuente: DANE-CNA 2014.
 

24 25

 Fuente: Cálculos propios.
Sin embargo, los eventos sucedidos el día 22 de 

febrero de 2017 en el departamento del Huila, con-
dujeron a que los municipios de Campoalegre con 

-
dad de declararse en condición de -

, tras las intensas lluvias registradas, las cuales 

resultado26, tras la evaluación de Unidad Nacio-

materia de vivienda, 167 viviendas destruidas, 80 

23 -
míneas y leguminosas, que sirven de alimento 
para el ganado.

24 Tierras que fueron cultivadas, pero en el mo-

tres años desde el último cultivo y presentan ve-
getación de tipo arbustivo.

25 Instalaciones utilizadas en el desarrollo de la 
actividad agropecuaria como corrales, bodegas, 
galpones, estanques, pozos, canales de riego, 
campamentos, áreas administrativas en la UPA, 
etc.

26 Gobernación del Huila y Unidad Nacional para la Ges-
tión del Riesgo de Desastres (UNGRD). Cifras reporta-
das al 4 de marzo de 2017.

con afectación severa, 427 con afectación modera-
da y 60 con afectación leve. Asimismo, se vieron 

-
daron totalmente destruidos y 4 con averías, suma-
do a 8 puentes peatonales destruidos y 3 averiados.

Sin embargo, uno de los problemas más inquie-
tantes que se perciben en el departamento tras el 

-
tado y que afecta de manera directa la situación 
económica de estos municipios, obedece a los 
impactos registrados en el sector agropecuario, 

-
tos de riego y bocatomas de acueductos se vieron 
altamente afectados, conduciendo a la pérdida de 

-
-

Teniendo en cuenta que el fenómeno natural 

en las condiciones normales de funcionamiento de 
la población y pérdidas materiales, económicas y 

-
nes efectivas de respuesta a la población afectada, 

-
didas en situaciones de calamidad pública, como 
la Ley 218 de 1995 “Ley Páez” y la “Ley Quimba-
ya 608 de 2000”, que si viene cierto tratan sobre 

públicas, la presente ley busca dar tratamiento 
a la crisis económica y social de los municipios 

con acciones efectivas de respuesta a la población 
afectada.

Constitución Política de Colombia 
• Artículo 1°. 

-
-

-

• Artículo 2°. 

-
-

-

-
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-
ginal).

• Artículo 13. 

-

-

(Subrayado fuera del 

• Artículo 95. -

-

-

-

original).
(…)
Ley 1523 del 24/abril/2012. Por la cual se 

adopta la Política nacional de gestión del riesgo 
de desastres y se establece el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres y se dictan otras 
disposiciones.

Artículo 2°. 
-

-

-

-

-

-

(Su-

Artículo 3°. Principios generales. 

-

-

-
to original).

-

Artículo 57. Declaratoria de situación de cala-
midad pública. -

-

-

Artículo 58. Calamidad pública. -

-

-

-
-

(Su-

IV. 

Proposición
-

to ponencia  al Proyecto de ley número 
214 de 2017, 

-

-
 y, pro-
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dar primer debate favorable.

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 214  
DE 2017

-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

del sector agropecuario, que resultaron afectados 
por la calamidad pública ocurrida el 22 de febrero 
de 2017, en el departamento del Huila, con miras a 
conjurar la crisis y restablecer el orden económico 
y social. 

Parágrafo. Para efectos de la presente ley, en-
tiéndase “afectados por una calamidad pública” las 
personas o productores del sector agropecuario, 

22 de febrero de 2017 en las jurisdicciones territo-
riales de los municipios de Campoalegre, Algeciras 
y Rivera en el departamento del Huila, que sufrie-
ron daños o perjuicios, totales o parciales en sus 
bienes o actividades agropecuarias, de acuerdo con 
los actos administrativos proferidos por las autori-
dades competentes. 

Artículo 2°. Deudas. El Gobierno nacional, me-
diante el mecanismo que establezca, comprará al 
Banco Agrario de Colombia la totalidad de la deuda 
–capital más interés– adquirida por los productores 
agropecuarios antes del 22 de febrero de 2017, que 

el artículo primero de la presente ley. 
Parágrafo. El Gobierno deberá garantizar la no 

afectación del patrimonio ni el estado de pérdidas y 
ganancias –PyG– del Banco Agrario de Colombia. 

Artículo 3°. Recursos para inversión y crédito. 
El Gobierno nacional a través de Finagro, destinará 

-
nanciación de proyectos presentados por pequeños 
y medianos productores agropecuarios y/o grupos 
asociativos de pequeños productores, destinados al 
fomento de actividades de desarrollo productivo y 
agropecuario en la zona afectada. 

Parágrafo 1°. Los créditos de fomento serán 
destinados al sostenimiento y establecimiento de 
proyectos productivos, garantizando la entidad 
otorgante, un periodo de gracia no inferior a 2 años.

Parágrafo 2°. Los créditos que se otorguen me-
diante lo establecido en el presente artículo, tendrán 
una tasa de interés equivalente al DTF para el pe-
queño productor y grupo asociativo, y del DTF + 1 
para el mediano productor. 

Artículo 4°. Tratamiento tributario. El Gobier-
no nacional establecerá y garantizará un tratamien-
to tributario especial para las nuevas empresas agrí-
colas, ganaderas, microempresas, establecimientos 
comerciales, industriales, agroindustriales, y de 
servicios agroindustriales que se instalen efectiva-
mente en la zona afectada por la calamidad pública, 

que demuestren incrementos sustanciales en la ge-
neración de empleo, siempre que estén localizadas 
en los municipios de Campoalegre, Algeciras y Ri-

-
pedición de la presente ley. 

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Cordialmente, 

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2017
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